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En el presente informe, se analiza la responsabilidad atribuida la Corporación Lindley 
S.A – Planta Bocanegra, debido al incumplimiento y superación de un 48.6% del 
parámetro Demanda Bioquímica de Oxígeno – DBO, respecto del valor contemplado 
en el Decreto Ley Nº 028-60-SAPL, Reglamento de Desagues; incumpliendo de esta 
manera con lo establecido en su Instrumento de Gestión Ambiental. En ese sentido, 
líneas abajo se analiza la pertinencia del Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental – OEFA de encontrarse en la potestad de supervisar, fiscalizar y sancionar, 
efectivamente al administrado; asimismo, se menciona que, el administrado si es 
responsable por la infracción cometida, puesto que el valor al cual se compromete a 
cumplir en su EIA es exigible desde que su instrumento fue aprobado por la autoridad.  
De esta manera, el administrado deber� de cumplir tanto con los compromisos 
ambientales aprobados en su Instrumento de Gesti�n Ambiental (IGA) y con las 
dem�s obligaciones legales correspondientes a su actividad. Al respecto, luego de 
hacer la revisi�n de relaci�n y de la normativa legal aplicable al caso en menci�n, 
considero que la Resoluci�n del Organismo de Evaluaci�n y Fiscalizaci�n Ambiental 
(OEFA) es correcto; puesto que el administrado deber� de cumplir con lo establecido 
en sus compromisos ambientales aun cuando estos tengan par�metros m�s estrictos 
que los de la normativa aplicable a su actividad. Por lo mencionado, el presente caso 
es de suma importancia, ya que determina que los compromisos contenidos en un 
Instrumento de Gestión Ambiental son de obligatorio cumplimiento del administrato, 
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1. INTRODUCCIÓN 
 
En fecha 29 de octubre de 2019, la Dirección de Fiscalización y Aplicación de 
Incentivos del Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental, emitió la 
Resolución Directoral N° 1713-2019-OEFA/DFAI, mediante la cual se declara 
la existencia de responsabilidad administrativa por la superación de un 48.6% 
del parámetro Demanda Bioquímica de Oxígeno – DBO, del efluente industrial 
generado por Corporación Lindley S.A. en su Planta Bocanegra, respecto al 
valor contemplado en el Decreto Ley N° 028-60-SAPL, Reglamento de 
Desagües; incumpliendo de esta manera, con el compromiso establecido en 
su Evaluación de Impacto Ambiental.  
 
En relación a la Evaluación de Impacto Ambiental, es un documento que una 
vez aprobado por la autoridad respectiva se vuelve de fiel cumplimiento por el 
administrado. Es así que el artículo 15° del Decreto Supremo N° 019-2009-
MINAM, Reglamento de la Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental, establece que: 
 
“(…) como resultado del proceso de evaluación de impacto ambiental, 
la Autoridad Competente aprobará o desaprobará el instrumento de 
gestión ambiental o estudio ambiental sometido a su consideración, 
entendiéndose cuando la Resolución emitida sea aprobatoria, que ésta 
constituye la Certificación Ambiental (…). 
 
De esta manera, mediante Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE, 
Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y Comercio 
Interno, se establece en su artículo 13° que es obligación de la actividad 
industrial cumplir con los compromisos asumidos en su Instrumento de Gestión 
Ambiental. 
 
Por lo cual, se puede determinar que OEFA al momento de realizar la 
supervisión y sanción del hecho imputado en la planta Boca Negra de la 
Corporación Lindley S.A, se encontraba en cumplimiento de sus facultades y 
potestad sancionadora. 
 
Asimismo, en relación a la exigencia del cumplimiento de las características 
estipuladas por el Decreto Ley N° 028-60-SAPL, Reglamento de Desagües 
Industriales, en relación al parámetro DBO; se verificará en el presente informe 
que si era obligación del administrado cumplir con el parámetro en mención, 
puesto que se encontraba estipulado en el Instrumento de Gestión Ambiental 
aprobado.  
 
Cabe señalar, que por lo ya mencionado, el administrado si sería responsable 
por la infracción cometida; sin embargo, en la medida que no exista la 
necesidad de ordenar reversión, restauración, rehabilitación, reparación o, al 
menos la mitigación de la situación alterada por el hecho imputado, no 
corresponde el dictado de una medida correctiva. 
 
Por lo mencionado, se puede indicar que, el presente caso es de suma 
importancia para nuestro ordenamiento jurídico, puesto que determina que los 
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compromisos contenidos en un Instrumento de Gestión Ambiental son de 
cumplimiento para el administrado y que estos compromisos también serán 
pasibles de supervisión, fiscalización y sanción (de darse el incumplimiento) 
por la respectiva autoridad.  
 
De esta manera, el administrado deberá de cumplir tanto con los 
compromisos ambientales aprobados en su Instrumento de Gestión Ambiental 
(IGA) y con las demás obligaciones legales correspondientes a su actividad. 
Al respecto, luego de hacer la revisión de relación y de la normativa legal 
aplicable al caso en mención, considero que la Resolución del Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) es correcto; puesto que el 
administrado deberá de cumplir con lo establecido en sus compromisos 
ambientales aun cuando estos tengan parámetros más estrictos que los de la 
normativa aplicable a su actividad. 
 
Sin perjuicio de ello, desarrollaré algunos de los puntos que el administrado 
presentó para su defensa, puntos que no fueron debidamente sustentados para 
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2. RELACIÓN DE LOS HECHOS SOBRE LOS QUE VERSA LA 
CONTROVERSIA DE LA QUE TRATA LA RESOLUCIÓN 
 
A. DATOS DEL CASO 
 
DEMANDANTE: Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental – 
OEFA  
 
DEMANDADO: Corporación Lindley S.A 
 
UNIDAD FISCALIZABLE: Planta Bocanegra 
 
MATERIA: Responsabilidad administrativa. Registro de actos 
administrativos. Regulación Ambiental. 
 
ORIGEN: Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos – DFAI 
 




1. Mediante Resolución Subdirectoral N° 0297-2019-OEFA/DFAI/SFAP, 
con fecha 28 de junio 2019, la Subdirección de Fiscalización en 
Actividades Productivas de la Dirección de Fiscalización y Aplicación de 
Incentivos inició el presente procedimiento administrativo sancionador 
contra el administrado, imputándole la infracción contenida en la Tabla 





2. Es importante señalar que el hecho imputado en la Resolución 
Subdirectoral fue detectado por la Autoridad Supervisora durante la 
Supervisión Regular realizada en el año 2016, cuyos resultados se 
encuentran recogidos en el Informe Preliminar de Supervisión Directa 
N° 495-2016-OEFA/DS-IND de fecha 28 de junio de 2016. De manera 
posterior, mediante informe de Supervisión Directa N° 907-2016-
OEFA/DS-IND, la Autoridad Supervisora concluyó que administrado 
habría incurrido en una supuesta infracción a la normativa ambiental. 
 
3. Con fecha 08 de agosto de 2019, el administrado presentó sus 
descargos al PAS.  
 
4. Es así que con fecha 06 de septiembre de 2019, mediante Carta N° 
1699-OEFA/DFAI, la Autoridad Instructora notificó al administrado el 
Informe Final de Instrucción N° 0402-2019-OEFA/DFAI-SFAP. 
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5. Con fecha 27 de septiembre de 2019, el administrado, presentó sus 
descargos contra el Informe Final y solicitó el uso de la palabra. De esta 
manera, la autoridad programó el informe oral solicitado para el 21 de 
octubre de 2019. 
 
6. Con fecha, 29 de octubre de 2019, la autoridad declara la existencia de 
responsabilidad administrativa de Corporación Lindley S.A. por la 
comisión de la infracción contenida en la Tabla N° 1 de la Resolución 
Subdirectoral 0297-2019-OEFA/DFAI/SFAP. Asimismo, la autoridad 
dispuso que no resulta pertinente el dictado de una medida correctiva al 
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3. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
De acuerdo a los hechos del caso, procederé a identificar los principales 
problemas jurídicos. 
 
3.1 ¿La declaratoria de responsabilidad de la OEFA hacia Corporación 
Lindley S.A. se enmarca dentro de los principios constitucionales y 
marco legal vigente? 
 
3.1.1 ¿Qué es la OEFA? ¿Cuáles son sus competencias, cómo opera 
en marco de la potestad sancionadora? 
 
3.1.2 ¿La decisión de la OEFA respetó los principios de legalidad y 
tipicidad? 
 
3.1.3 Consideración del Estudio de Impacto Ambiental (EIA) dentro del 
ordenamiento jurídico. 
 
3.1.4 ¿Resultó válida la aplicación del Decreto Ley N° 028-60-SAPL, 
Reglamento de Desagües Industriales; para resolver el presente 
caso? 
 
3.1.5 ¿Fue pertinente la inaplicación de la medida correctiva a 
Corporación Lindley S.A.? por el hecho imputado en el 
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4. ANÁLISIS Y POSICIÓN FUNDAMENTADA 
 
a. ¿La declaratoria de responsabilidad de la OEFA hacia Corporación Lindley 
S.A. se enmarca dentro de los principios constitucionales y marco legal 
vigente? 
 
Luego de la investigación realizada y lectura de la Resolución Directoral N° 
1713-2019-OEFA/DFAI en análisis, se desprende de manera inicial que el 
Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), realizó la 
declaración de existencia de responsabilidad del administrado en marco de 
sus competencias y marco legal vigente.  
 
De esta manera, procederemos a desarrollar puntos importantes para este 
análisis, en el cual determinaremos que OEFA actuó en marco de sus 
competencias, en cumplimiento del marco legal vigente.  
 
Asimismo, se desarrollará la importancia de los Instrumentos de Gestión 
Ambiental (IGA), en marco de la supervisión y fiscalización y analizaremos 
porqué la importancia del cumplimiento de los compromisos ambientales 
mencionados y determinados en dichos documentos y su relevancia en el 
ordenamiento jurídico peruano. 
 
Finalmente, en el presente informe también desarrollaremos la pertinencia de 
la declaración de existencia de responsabilidad administrativa del administrado 
y la pertinencia en relación al no dictado de una medida correctiva por parte de 
la autoridad.  
 
Es así que en las siguientes líneas, procederé a desarrollar los puntos en 
mención. 
 
a.1 ¿Qué es la OEFA? ¿Cuáles son sus competencias, cómo opera en marco 
de la potestad sancionadora? 
 
1. El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (en adelante 
OEFA), fue creado mediante la Segunda Disposición Complementaria 
Final del Decreto Legislativo N° 1013 que aprueba la Ley de Creación, 
Organización y Funciones del Ministerio del Ambiente1 (MINAN). 
 
 
1  DECRETO LEGISLATIVO Nº 1013, que aprueba la Ley de Creación, Organización y Funciones del 
Ministerio del Ambiente, publicado en el diario oficial El Peruano el 14 de mayo de 2008.  
Segunda Disposición Complementaria Final. - Creación de Organismos Públicos Adscritos al 
Ministerio del Ambiente 
1. Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental Créase el Organismo de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental - OEFA como organismo público técnico especializado, con personería 
jurídica de derecho público interno, constituyéndose en pliego presupuestal, adscrito al Ministerio 
del Ambiente y encargado de la fiscalización, la supervisión, el control y la sanción en materia 
ambiental que corresponde". 
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2. Asimismo, mediante Ley N° 29325, Ley del Sistema Nacional de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (SINEFA), en sus artículos 6°2 y 
11°3, se establece que el OEFA es un organismo público técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público interno, 
adscrito al Ministerio del ambiente y encargado de la fiscalización, 
control y sanción en materia ambiental. 
 
3. Sin embargo, tal y como señala Martha Inés Aldana Durán, en el artículo 
Titulado “La Fiscalizaci�n Ambiental el Perú: Orígenes, Estado Actual y 
Perspectivas Futuras”, de la revista Derecho & Sociedad:4 
 
“(…) debe reconocerse que la norma de creación del OEFA no 
fue lo suficientemente explícita en relación a los alcances de las 
competencias de esta entidad. En efecto, el Decreto Legislativo 
N° 1013 señaló, por ejemplo, que el OEFA estaba a cargo de “la 
fiscalización, la supervisión, el control y la sanción en materia 
ambiental que corresponde” y que le correspondía “ejercer la 
potestad sancionadora en el ámbito de sus competencias”, así 
como “realizar acciones de fiscalización ambiental en el ámbito 
de su competencia”; sin precisar con el detalle necesario cuál era, 
en concreto, su ámbito de intervención. (…)“ 
 
4. Es por ello que, es importante señalar que la Primera Disposición 
Complementaria de la Ley del SINEFA señala que, mediante Decreto 
Supremo, refrendado por los sectores involucrados, se establecerán las 
entidades cuyas funciones de evaluación, supervisión, fiscalización, 
control y sanción en materia ambiental serán asumidas por el OEFA5. 
 
2  Artículo 6°. - Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA)  
El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) es un organismo público técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público interno, que constituye un pliego 
presupuesta. Se encuentra adscrito al MINAM, y se encarga de la fiscalización, supervisión, 
evaluación, control y sanción en materia ambiental, así como de la aplicación de los incentivos, y 
ejerce las funciones previstas en el Decreto Legislativo N° 1013 y la presente Ley. El OEFA es el ente 
rector del Sistema de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 
 
3  Artículo 11°. - Funciones generales Son funciones generales del OEFA: (...)  
c) Función fiscalizadora y sancionadora: comprende la facultad de investigar la comisión de posibles 
infracciones administrativas sancionables y la de imponer sanciones por el incumplimiento de 
obligaciones y compromisos derivados de los instrumentos de gestión ambiental, de las normas 
ambientales, compromisos ambientales de contratos de concesión y de los mandatos o 
disposiciones emitidos por el OEFA, en concordancia con lo establecido en el artículo 17°. 
Adicionalmente, comprende la facultad de dictar medidas cautelares y correctivas. 
 
4  ALDANA DURA, MIRTHA 
2013 La Fiscalización Ambiental el Perú: Orígenes, Estado Actual y Perspectivas Futuras. En 
Derecho & Sociedad 41. Lima: Derecho & Sociedad, pp. 331. 
 
5  Primera. - Mediante Decreto Supremo refrendado por los Sectores involucrados, se establecerán 
las entidades cuyas funciones de evaluación, supervisión, fiscalización, control y sanción en materia 
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5. Consecuentemente, la Doctora Isabel Calle, indica que una de las 
críticas más recurentes al régimen sancionador ambiental ha sido el 
escenario difuso y la falta de claridad repescto a los criterios y reglas 
que aplicaba la autoridad encargada de la fiscalización ambiental; y es 
con la ley del SINEFA que se establece la función fiscalizadora y 
sancionadora, comprendiendo la facultad de investigar posibles 
infracciones y la de imponer sanciones a efectos de generar un incentivo 
negativo para inducir elal cumplimiento de las obligaciones 
ambientales6. Asimismo, señala lo siguiente: 
 
“Para efectos del régimen de fiscalización ambiental, son 
infracciones administrativas pasibles de ser sancionables el 
incumplimiento de obligaciones y compromisos derivados de: a) 
las normas ambientales, b) los instrumentos de gestión 
ambiental, c) los compromisos ambientales asumidos en los 
contratos de concesión, d) de las medidas cautelares, preventivas 
o correctivas así como e) los mandatos dictados por instancias 
del OEFA y otras que correspondan al ámbito de su 
competencia”. 
 
6. Es así que, a través de la Resolución de Consejo Directivo N° 045-2015-
OEFA/CD se determinó que la OEFA asumiría las funciones de 
seguimiento, supervisión, fiscalización, control y sanción en materia 
ambiental del “Rubro Elaboración de bebidas no alcoh�licas” de la 
Industria Manufacturera del Subsector Industria del Ministerio de 
PRODUCIÓN (en adelante PRODUCE), realizándose la transferencia 
de funciones del 02 de diciembre al 18 de diciembre de 2015. 
 
7. Cabe señalar que, en relación a la Potestad Sancionadora de la OEFA, 
esta se dispone mediante el artículo 17° de la Ley del SINEFA, en el 
cual se disponen los tipos infractores genéricos definidos de la siguiente 
manera:  
 
“Artículo 17º.- Infracciones administrativas y potestad 
sancionadora  
 
Constituyen infracciones administrativas bajo el ámbito de 
competencias del Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental (OEFA) las siguientes conductas:  
 
ambiental serán asumidas por el OEFA, así como el cronograma para la transferencia del respectivo 
acervo documentario, personal, bienes y recursos, de cada una de las entidades. 
 
6  CALLE, Isabel  
Definiendo las reglas de juego: criterios que regulan la potestad sancionadora del OEFA. Consulta: 
22 de octubre de 2020. 
https://www.actualidadambiental.pe/definiendo-las-reglas-de-juego-criterios-que-regulan-la-
potestad-sancionadora-del-oefa/ 
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a) El incumplimiento de las obligaciones contenidas en la normativa 
ambiental.  
b) El incumplimiento de las obligaciones a cargo de los 
administrados establecidas en los instrumentos de gestión 
ambiental señalados en la normativa ambiental vigente.  
c) c) El incumplimiento de los compromisos ambientales asumidos en 
contratos de concesión.  
d) d) El incumplimiento de las medidas cautelares, preventivas o 
correctivas, así como de las disposiciones o mandatos emitidos por 
las instancias competentes del OEFA.  
e) e) Otras que correspondan al ámbito de su competencia” 
 
8. Es impor tante mencionar que, en el año 2016, OEFA en su artículo Las 
Medidas correctivas en el marco de la Fiscalización Ambiental del 
OEFA, señala que la fiscalización ambiental del OEFA comprende tres 
funciones a) evaluación, b) supervisión y c) fiscalización en sentido 
estricto; es por ello que, la fiszalicación ambiental que realiza el OEFA 
consiste en el ejercicio de su postestad sancionadora a través de la 
tramitación de de procedimientos administrativos sancionadores, en los 
cuales se investiga la comisión de posibles infracciones ambientales y 
se imponen medidas correctivas o sanciones de ser el caso7.  
 
9. Es en ese sentido que, la OEFA en el presente caso en mención 
contaba con las facultades debidamente atribuidas por una norma con 
rango de ley, para las funciones de seguimiento, supervisión, 
fiscalización, control y sanción en materia ambiental en el Rubro 
Elaboración de Bebidas no Alcohólicas; incluyendo en esta potestad la 
supervisión del cumplimiento de los compromisos ambiental asumidos 
por el administrado en su Instrumento de Gestión Ambiental – IGA. 
 
10. De igual manera, es de suma importancia señalar que, de acuerdo a lo 
señalado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS, mediante el cual 
se aprueba el Texto Ordenado de la Ley N° 27444 – Ley del 
Procedimiento Administrativo General, se establece que para el 
ejercicio adecuado de la potestad sancionadora es necesario que la 
autoridad administrativa cumpla con las siguientes características8: 
 
7  ORGANISMO DE EVALUACION Y FISCALIZACION AMBIENTAL  
LAS MEDIDAS CORRECTIVAS EN EL MARCO DE LA FISCALIZACION AMBIENTAL DEL OEFA. Consulta: 
22 de octubre de 2020. 
https://www.oefa.gob.pe/?wpfb_dl=19032 
 
8  Artículo 254.- Caracteres del procedimiento sancionador 
254.1 Para el ejercicio de la potestad sancionadora se requiere obligatoriamente haber seguido el 
procedimiento legal o reglamentariamente establecido caracterizado por: 
1. Diferenciar en su estructura entre la autoridad que conduce la fase instructora y la que decide 
la aplicación de la sanción. 
2. Considerar que los hechos probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a las entidades 
en sus procedimientos sancionadores. 
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A)  Diferenciar en su estructura entre la autoridad que conduce la 
fase instructora y la que decide la aplicación de la sanción. 
 
B)  Considerar que los hechos probados por resoluciones judiciales 
firmes vinculan a las entidades en sus procedimientos 
sancionadores. 
 
C)  Notificar a los administrados los hechos que se le imputen a título 
de cargo, la calificación de las infracciones que tales hechos 
pueden constituir y la expresión de las sanciones que, en su caso, 
se le pudiera imponer, así como la autoridad competente para 
imponer la sanción y la norma que atribuya tal competencia. 
 
D)  Otorgar al administrado un plazo de cinco días para formular sus 
alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el 
ordenamiento jurídico conforme al numeral 173.2 del artículo 173, 
sin que la abstención del ejercicio de este derecho pueda 
considerarse elemento de juicio en contrario a su situación. 
 
11. Es en ese sentido que, al observar las características señaladas y al 
revisar los hechos actuados por la autoridad se puede determinar que 
no se ha violado ninguna de las características anteriormente 
mencionadas. Es así que, no se evidencia ningún exceso de la potestad 
sancionadora tal y como señala el administrado en sus descargos 
presentados. 
 
a.2 ¿La decisión de la OEFA respetó los principios de legalidad y de 
tipicidad? 
 
12. El Decreto Supremo N° 004-2019-JUS, mediante el cual se aprueba el 
Texto Ordenado de la Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento 
Administrativo General, en su artículo 248° determina que la potestad 
sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por 
algunos principios especiales.  
 
13. Dentro de estos principios en mención, encontramos al principio de 
legalidad, regulado en numeral 19, del citado artículo; el cual indica que 
 
3. Notificar a los administrados los hechos que se le imputen a título de cargo, la calificación de las 
infracciones que tales hechos pueden constituir y la expresión de las sanciones que, en su caso, se 
le pudiera imponer, así como la autoridad competente para imponer la sanción y la norma que 
atribuya tal competencia. 
4. Otorgar al administrado un plazo de cinco días para formular sus alegaciones y utilizar los medios 
de defensa admitidos por el ordenamiento jurídico conforme al numeral 173.2 del artículo 173, sin 
que la abstención del ejercicio de este derecho pueda considerarse elemento de juicio en contrario 
a su situación. (…) 
 
9  Artículo 248.- Principios de la potestad sancionadora administrativa La potestad sancionadora de 
todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales:(...) 
 13  
solo por rango de ley cabe atribuir a las entidades la potestad 
sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias 
administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a un 
administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer la privación 
de la libertad. 
 
14. De la misma manera, dentro de estos principios en mención 
encontramos al principio de tipicidad regulado en el numeral 410, del 
artículo anteriormente mencionado; el cual determina que solo 
constituyen conductas sancionables administrativamente las 
infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley 
mediante su tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva 
o analógica. 
 
15. Sin embargo, de la Resolución en revisión se desprende que el 
administrado señala en sus descargos presentados que OEFA estaría 
vulnerando el principio de legalidad; ya que, la normativa vigente 
establece que la supervisión y verificación del cumplimiento de los 
Valores Máximos Admisibles (VMA) están a cargo de las Entidades 
Prestadores del Servicio de Saneamiento (EPS); y para este caso en 
específico le correspondería la función en mención al Servicios de Agua 
Potable y Alcantarillado de Lima (SEDAPAL).  
 
16. Por lo que, no podría indicarse de manera válida que OEFA ejerza 
dichas competencias y también supervise y sancione a los 
administrados por el mismo hecho. 
 
17. Sin embargo, tal y como se señaló en el punto a.1 del presente informe, 
el OEFA es un organismo público, técnico especializado, adscrito al 
MINAM y que como funciones principales tiene fiscalizar, supervisar, 
evaluar, controlar y sancionar en materia ambiental. 
 
1. Legalidad. - Sólo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades la potestad 
sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias administrativas que a título de 
sanción son posibles de aplicar a un administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer la 
privación de libertad. 
 
10  Artículo 248.- Principios de la potestad sancionadora administrativa La potestad sancionadora de 
todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales:(...)  
4. Tipicidad. - Solo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones 
previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin 
admitir interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden 
especificar o graduar aquellas dirigidas a identificar las conductas o determinar sanciones, sin 
constituir nuevas conductas sancionables a las previstas legalmente, salvo los casos en que la ley o 
Decreto Legislativo permita tipificar infracciones por norma reglamentaria. A través de la 
tipificación de infracciones no se puede imponer a los administrados el cumplimiento de 
obligaciones que no estén previstas previamente en una norma legal o reglamentaria, según 
corresponda. En la configuración de los regímenes sancionadores se evita la tipificación de 
infracciones con idéntico supuesto de hecho e idéntico fundamento respecto de aquellos delitos o 
faltas ya establecidos en las leyes penales o respecto de aquellas infracciones ya tipificadas en otras 
normas administrativas sancionadoras. 
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18. Asimismo, mediante Ley 29325 se estable que OEFA asumiera las 
funciones de fiscalización, supervisión, evaluación, control y sanción en 
materia ambiental que las autoridades sectoriales estén ejerciendo. 
 
19. De esta manera, mediante Decreto Supremo N° 009-2011-MINAM, se 
determina el inicio del proceso de transferencia de funciones en materia 
ambiental de los Subsectores Industria y Pesquería de PRODUCE a 
OEFA; y es finalmente con la Resolución de Consejo Directivo N° 045-
2015-OEFA/CD, que a partir de finales del año 2015 OEFA asume las 
funciones de seguimiento, fiscalización, supervisión, evaluación, control 
y sanción en materia ambiental del Rubro Elaboración de bebidas no 
alcohólicas de la Industria Manufacturera del Subsector Industria de 
PRODCE, sector al que específicamente pertenece el administrado. 
 
20. Es así que por lo señalado en punto a1 del presente informe y en los 
párrafos antecedentes que, se puede determinar las facultades de 
OEFA por una norma con rango de Ley, para las funciones de 
seguimiento, fiscalización, supervisión, evaluación, control y sanción en 
materia ambiental del rubro al cual pertenece el administrado. 
 
21. Cabe señalar que, esta acción de seguimiento, fiscalización, 
supervisión, evaluación, control y sanción en materia ambiental incluye 
también la verificación de los compromisos asumidos por los 
administrados (titulares de proyectos) en sus Instrumentos de Gestión 
Ambiental. 
 
22. Es por ello que, las acciones realizadas durante la supervisión realizada 
ante el administrado en el año 2016 se encontraban legalmente dentro 
de las competencias del OEFA.  
 
23. Es importante mencionar que, el principio de legalidad es el principio 
más importante del derecho administrativo puesto que establece que las 
autoridades administrativas deben de actuar respecto a la Constitución, 
la Ley y el derecho, dentro de las facultades que le están atribuidas y de 
acuerdo con los fines para los que fueron conferidas dichas facultades11.  
 
24. Por lo cual podemos afirmar que OEFA realizó las actividades de 
acuerdo a las competencias transferidas, actuando de esta manera en 
cumplimiento del principio de legalidad. 
 
25. En segundo lugar, el administrado también señala que, la conducta 
infractora señalada por la autoridad no parte por el incumplimiento de 
un compromiso ambiental establecido en su instrumento de gestión 
ambiental; sino, por el incumplimiento ante una obligación establecida 
 
11  GUZMAN NAPURI, Christian 
Los principios generales del Derecho Administrativo. En IUS La Revista. Consulta: 03 de octubre de 
2020. 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/download/12203/12768/0 
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en el Decreto Supremo N° 010-2019-VIVIENDA, mediante el cual se 
aprueba el Reglamento de Valores Admisibles (VMA) para las 
descargas de aguas residuales no domésticas en el sistema de 
alcantarillado sanitario. De esta manera el administrado indica que se 
estaría vulnerando el principio de tipicidad. 
 
26. En relación al principio de tipicidad como bien ya se ha mencionado en 
el punto 11 de la presente sección del informe, solo constituyen 
conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas 
expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación 
como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía.  
 
27. Sobre lo mencionado, cabe señalar que, en fecha 25 de abril de 2008 
fue aprobada por la autoridad el Oficio N° 01514-2008-PRODUCE/DVI-
DGI-DAAI, mediante el cual se establece la Evaluación de Impacto 
Ambiental de la Planta Bocanegra del administrado. Es en este 
documento donde se establece el compromiso del administrado a 
realizar el tratamiento del agua residual a fin de cumplir con las 
características físico-químicas exigidas en del Decreto Ley N° 028-60-
SAPL, Reglamento de Desagües Industriales. 
 
28. Es así que, conforme a lo señalado en el punto anterior, se puede 
determinar la existencia de un compromiso ambiental que el 
administrado deberá de cumplir, el cual se encuentra referido al 
cumplimiento de los valores establecidos en del Decreto Ley N° 028-60-
SAPL; los cuales no fueron cumplidos, de acuerdo a lo establecido en 
el informe de Supervisión. 
 
29. La autoridad, al verificar esta superación del 48.6% del parámetro DBO 
determinó un incumplimiento al compromiso ambiental establecido es 
su Instrumento de Gestión Ambiental, determinado la configuración de 
una infracción al artículo 13°12 del Reglamento de Gestión Ambiental 
para la Industria Manufacturera y Comercio Interno, aprobado por 
Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE; el cual determina que todo 
titular del sector industrial tendrá como obligación cumplir con los 
compromisos ambientales asumidos en su IGA. 
 
30.  De esta manera, se puede observar que la infracción determinada para 
el administrado se encontraba claramente tipificada; por lo cual, 
consituye una conducta sacionable administrativamente13. 
 
12   Artículo 13.- Obligaciones del titular 
     Son obligaciones del titular: 
(…) b) Cumplir la legislación ambiental aplicable a sus actividades, las obligaciones derivadas de los 
instrumentos de gestión ambiental aprobados por la autoridad competente, así como todo 
compromiso asumido en el instrumento, en los plazos y términos establecidos. (…) 
 
13  GUZMAN NAPURI, Christian  
Los principios generales del Derecho Administrativo. En IUS La Revista. Consulta: 03 de octubre de 
2020. 
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31. Asimismo, es importante mencionar que el Principio de Tipicidad está 
principalmente dirigido al legislador, sí existe una obligación de la 
autoridad instructiva del procedimiento sancionador. 
 
Esta obligación consiste en realizar una adecuada subsunción de la 
conducta en el tipo legal. Tal como lo menciona Mo��n, “es necesario 
recordar que el mandato de tipificación, que este principio conlleva, no 
sólo se impone al legislador cuando redacta el ilícito, sino a la autoridad 
administrativa cuando instruye un procedimiento sancionador y debe 
realizar la subsunci�n de la conducta en los tipos legales existentes”. 
 
En este sentido, es obligación de la autoridad administrativa respetar la 
debida tipificación realizada por el legislador y consecuentemente 
subsumir la conducta del administrado en el tipo legal adecuado y no 
desnaturalizar el trabajo realizado por el legislador. Continúa Morón 
señalando que: “no se�� satisfactorio con el principio de tipicidad que la 
Autoridad Administrativa subsuma la conducta en cualquiera de los 
siguientes casos: (i) cuando la descripción normativa del ilícito sea 
genérica o imprecisa de modo que no pueda apreciarse verosímilmente 
cuál es la conducta sancionable; (ii) Cuando la descripción normativa 
del ilícito contenga algún elemento objetivo o subjetivo del tipo que no 
se haya producido en el caso concreto”14. 
 
32. Es así que, de acuerdo a lo señalado el OEFA no vulneró el Principio de 
Tipicidad, tal y como lo argumenta el administrado. 
 
a.3 Consideración del Estudio de Impacto Ambiental (EIA) dentro del 
ordenamiento jurídico. 
 
33. En relación a la Evaluación de Impacto Ambiental, este documento se 
establece en el año 1990, con la entrada en vigencia del Código de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales15; en el cual mediante su artículo 
8° se establecía la obligación de elaborar un EIA a “Todo proyecto de 
obra o actividad, sea de carácter público o privado, que pueda provocar 
daños no tolerables al ambiente”; el cual estaría sujeto a aprobación de 
la autoridad competente.  
 
34. Sin embargo, mediante la Ley Marco para el Crecimiento de la Inversión 
Privada, aprobada por Decreto Legislativo N° 757, específicamente se 
 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/download/12203/12768/0 
14  MORON URBINA, Juan Carlos Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo Sancionador. 
Lima: Gaceta Jurídica 2014. 
 
15  Decreto Legislativo N° 613, Código de Medio Ambiente y Recursos Naturales. DEROGADO en su 
totalidad, por la Cuarta Disposición Transitoria Complementaria y Final de la Ley N° 28611, 
publicada el 15 de octubre de 2005. 
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derogó la obligación de elaborar un estudio de impacto ambiental16; ya 
que, esta exigencia se llegó a estimar como una restricción 
administrativa para la inversión. A pesar de ello, este mismo decreto 
estableció un nuevo modelo de competencias ambientales, por los 
cuales correspondía a las autoridades competentes sectoriales 
determinar qué actividades obligatoriamente requerían de la 
elaboración de un EIA para la ejecución de actividades. 
  
35. Cabe señalar que, en el año 2009, se aprobó la Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), Ley N° 27446, 
mediante la cual se determina identificar, prevenir, supervisar, controlar 
y corregir de manera anticipada los impactos ambientales negativos a 
consecuencia de los proyectos. Y es mediante esta ley que se 
uniformiza el proceso, comprendiendo los requerimientos, etapas, 
reglas y alcances17. 
 
36. De esta manera, la Evaluación de Impacto Ambiental es un documento 
que una vez aprobado por la autoridad respectiva se vuelve de fiel 
cumplimiento por el administrado. Es así que el artículo 15° del Decreto 
Supremo N° 019-2009-MINAM, Reglamento de la Ley N° 27446, Ley del 
Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, establece que: 
 
“(…) como resultado del proceso de evaluación de impacto 
ambiental, la Autoridad Competente aprobará o desaprobará el 
instrumento de gestión ambiental o estudio ambiental sometido a 
su consideración, entendiéndose cuando la Resolución emitida 
sea aprobatoria, que ésta constituye la Certificación Ambiental 
(…). 
 
37. Es así que, mediante Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE, 
Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y 
Comercio Interno, se establece en su artículo 13° que es obligación de 
la actividad industrial cumplir con los compromisos asumidos en su 
Instrumento de Gestión Ambiental. 
 
16  Decreto Legislativo Nº 757 - Ley Marco para el crecimiento de la Inversión Privada, publicado el 13 
de noviembre de 1991.-  
“PRIMERA DISPOSICIÓN FINAL. -  a) El artículo V del Título Preliminar, los artículos 8, 17, 18, 56, 57, 
58, 89, 107, y 115 y los Capítulos XXI y XXII del Decreto Legislativo Nº 613; (literal hoy en día 
derogado por la Cuarta Disposición Transitoria y Final de la Ley N° 28611). 
 
17  Ley N° 27446. Ley del Sistema Nacional del Impacto Ambiental 
Art 1°. -  Objetivo de la Ley 
La presente Ley tiene por finalidad: 
a) La creación del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental (SEIA), como un sistema 
único y coordinado de identificación, prevención, supervisión, control y corrección anticipada 
de los impactos ambientales negativos derivados de las acciones humanas expresadas por 
medio del proyecto de inversión. 
b) El establecimiento de un proceso uniforme que comprenda los requerimientos, etapas, y 
alcances de las evaluaciones del impacto ambiental de proyectos de inversión. (…) 
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38. El presente caso es de suma importancia para nuestro ordenamiento 
jurídico, puesto que determina que los compromisos contenidos en un 
Instrumento de Gestión Ambiental son de cumplimiento para el 
administrado y que estos compromisos también serán pasibles de 
supervisión, fiscalización y sanción (de darse el incumplimiento) por la 
respectiva autoridad.  
 
39. De esta manera, el administrado deberá de cumplir tanto con los 
compromisos ambientales aprobados en su Instrumento de Gestión 
Ambiental (IGA) y con las demás obligaciones legales correspondientes 
a su actividad. 
 
 
a.4 ¿Resultó válida la aplicación del Decreto Ley N° 028-60-SAPL, 
Reglamento de Desagües Industriales; para resolver el presente caso? 
 
40. El administrado, en los descargos presentados ante OEFA, indicó en 
primer lugar que, para imponer una sanción por incumplimiento de un 
compromiso ambiental, se deberá de identificar el impacto ambiental 
negativo de prevención, minimización, corrección o mitigación por parte 
del presunto compromiso incumplido, caso contrario no podrá imponer 
sanción por incumplimiento de IGA, toda vez que no todas las 
obligaciones descritas en los IGA constituyen compromisos 
ambientales. En consecuencia, no se podría considerar “compromiso 
ambiental” a una obligaci�n que no tenga como finalidad la prevenci�n, 
minimización, corrección y/o mitigación de impactos ambientales 
negativos18. 
 
41. Frente a lo señalado por el administrado, tal como se indicó en el punto 
a.3 del presente informe, es el Ministerio de Producción (PRODUCE), la 
autoridad competente para la aprobación de los IGA del sector 
producción; por lo cual, una vez aprobados estos instrumentos tendrán 
carácter de declaración jurada y serán fuente de obligaciones 
ambientales fiscalizables y estarán sujetos a supervisión y fiscalización 
por parte del ente fiscalizador (en este caso OEFA)19.  
 
42. Asimismo, es importante señalar que, OEFA tiene bajo su potestad 
funciones fiscalizadoras y sancionadoras; las cuales comprenden las 
facultades de investigar la comisión de posibles infracciones 
 
18  Numeral 39 de la Resolución Directoral N° 1713-2019-OEFA/DFAI, de fecha 29 de octubre de 2019. 
 
19 Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE, Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria 
Manufacturera y Comercio Interno.  
Artículo 19.- Condiciones generales de la aplicación de los instrumentos de gestión ambiental 
19.1 Los instrumentos de gestión ambiental citados en los numerales anteriores tienen el carácter 
de declaración jurada y son fuente de obligaciones ambientales fiscalizables y están sujetos a 
supervisión y fiscalización por parte del ente fiscalizador. (…) 
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administrativas y de imponer sanciones por el incumplimiento de 
compromisos derivados de los IGA20.  
 
43. Es así que, de acuerdo a lo señalado en los acápites a.1, a.2, a.3, y en 
el presente acápite, se desprende que los Instrumentos de Gestión 
Ambiental aprobados por PRODUCE, son considerados como fuente de 
obligaciones ambientales a cumplir por los administrados; por lo cual, 
los administrados están sujetos a supervisión y fiscalización por parte 
de OEFA.  
 
44. De esta manera, el incumplimiento del administrado de los compromisos 
ambientales estipulados en su IGA, constituyen infracciones 
administrativas bajo competencia de OEFA, de manera independiente a 
si estos compromisos estén vinculados de manera directa a 
obligaciones legales.  
 
45. Por lo consiguiente, resultó plenamente aplicable la exigencia del 
cumplimiento de las características estipuladas por el Decreto Ley N° 
028-60-SAPL, Reglamento de Desagües Industriales, en relación al 
parámetro DBO de acuerdo a lo estipulado en el Instrumento de Gestión 
Ambiental aprobado. El cumplimiento de este compromiso ambiental 
será totalmente exigible para el administrado por parte de OEFA hasta 
que la actualización del IGA no haya sido aprobada previamente por 
parte de la autoridad certificadora21.   
 
46. Cabe señalar que, el administrado dentro de sus descargos indicó 
también que el tipo infractor imputado (superación del parámetro DBO), 
tiene como fuente de obligación una normativa específica; el cual es, el 
Decreto Supremo N° 010-2019-VIVIENDA, Reglamento de Valores 
Máximos Admisibles (VMA) para las descargas de aguas no domésticas 
en el sistema de alcantarillado sanitario; y no el compromiso ambiental 
estipulado en su IGA.  
 
 
20 Decreto Supremo N° 017-2015 PRODUCE, Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria 
Manufacturera y Comerio Interno 
Artículo 7°. - Autoridades 
(…) 7.3 El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), es el ente fiscalizador de las 
obligaciones ambientales de las actividades que desarrolla la industria manufacturera; y, de 
comercio interno, cuando éstas sean transferidas. (…) 
 
21 Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE, Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria 
Manufacturera y Comercio Interno 
Artículo 44°. - Modificación o reclasificación 
El titular de un proyecto de inversión que cuente con resolución de clasificación o certificación 
ambiental, comunicará a la autoridad competente los cambios o modificaciones en el diseño del 
proyecto, en las circunstancias o condiciones relacionadas con su ejecución o cualquier otra 
modificación, que se efectúen antes del inicio de su ejecución, con la finalidad de que ésta evalúe 
y, de ser el caso, por considerar que se incrementan los riesgos o impactos ambientales determine 
la reclasificación del estudio ambiental o la modificación del estudio ambiental aprobado. 
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47. Si bien el Decreto Supremo N° 010-209-VIVIENDA, tiene como 
finalidad:  
 
“Artículo 2.- Finalidad 
El presente Reglamento tiene por finalidad preservar las 
instalaciones, la infraestructura sanitaria, maquinarias, equipos 
de los servicios de alcantarillado sanitario e incentivar el 
tratamiento de las aguas residuales para disposición o reúso, 
garantizando la sostenibilidad de los sistemas de alcantarillado y 
tratamiento de las aguas residuales; así como, la disminución del 
riesgo sobre el personal del prestador de los servicios de 
saneamiento que tenga contacto con las descargas de aguas 
residuales no domésticas”. 
 
Y es de obligatorio cumplimiento por parte de los Usuarios No 
Domésticos que efectúan descargas de aguas no residuales domésticas 
al sistema de alcantarillado sanitario22, se puede considerar que el 
administrado se encuentra en la obligación de cumplir dicha normativa 
en mención.  
 
48. Sin embargo, de acuerdo a lo señalado líneas arriba, en este caso en 
específico; el administrado, estableció como compromiso ambiental a 
cumplir el valor del parámetro DBO establecido en el Decreto Ley 
N° 028-60-SAPL, Reglamento de Desagües Industriales; por lo cual, 
resulta exigible el cumplimiento de ese valor y se establecería como 
conducta infractora el incumplimiento de este compromiso ambiental en 
específico.  
 
a.5 ¿Fue pertinente la inaplicación de la medida correctiva a Corporación 
Lindley S.A. por el hecho imputado en el procedimiento administrativo 
sancionador? 
 
49. De acuerdo a lo señalado en el presente Procedimiento Administrativo 
Sancionador (PAS), este proceso se encuentra enmarcado en el ámbito 
de aplicación del artículo 19° de la Ley N° 30230, Ley que establece 
medidas tributarias, simplificación de procedimientos y permisos para la 
promoción y dinamización de la inversión en el país23; es así que 
 
22  Decreto Supremo N° 010-2019-VIVIENDA, Reglamento de Valores Máximos Admisibles (VMA) para 
las descargas de aguas no domésticas en el sistema de alcantarillado sanitario 
Artículo 3°. - Ámbito de aplicación 
El presente Reglamento es de obligatorio cumplimiento por parte de los Usuarios No Domésticos 
(UND) que efectúan descargas de aguas residuales no domésticas al sistema de alcantarillado 
sanitario bajo el ámbito de los prestadores de los servicios de saneamiento a nivel nacional. 
Asimismo, su cumplimiento es exigible por los prestadores de servicios de saneamiento. 
 
23  Ley N° 30230, Ley que establece medidas tributarias, simplificación de procedimientos y permisos 
para la promoción y dinamización de la inversión en el país 
Artículo 19°. - Privilegio de la prevención y corrección de las conductas infractoras 
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correspondería la aplicación de lo dispuesto por la Resolución de 
Consejo Directivo N° 026-2014OEFA/CD. 
 
50. Considerando ello, evaluando el hecho imputado en este caso, 
podemos determinar que es distinto a los literales establecidos en el 
artículo 19° de la Ley N° 30230: 
 
(…) 
a) Infracciones muy graves, que generen un daño real y muy 
grave a la vida y la salud de las personas. Dicha afectación 
deberá ser objetiva, individualizada y debidamente acreditada. 
 
b) Actividades que se realicen sin contar con el instrumento de 
gestión ambiental o la autorización de inicio de operaciones 
correspondientes, o en zonas prohibidas. 
 
c) Reincidencia, entendiéndose por tal la comisión de la misma 
infracción dentro de un período de seis (6) meses desde que 
quedó firme la resolución que sancionó la primera infracción. 
(…) 
 
Puesto que, dentro de la infracción señalada no se desprende que se 
haya producido un daño real o muy grave a la salud de las personas, se 
haya realizado actividades sin contar con IGA o se haya configurado una 
reincidencia. 
 
51. Cabe señalar que, la Ley General del Ambiente, en su artículo 66º 
dispone que la prevención de riesgos y daños a la salud de las personas 
en prioritaria en la gestión ambiental. Asimismo, dentro del Glosario de 
Términos de la Gestión Ambiental Peruana se determina que la salud 
 
En el marco de un enfoque preventivo de la política ambiental, establécese un plazo de tres (3) 
años contados a partir de la vigencia de la presente Ley, durante el cual el Organismo de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental - OEFA privilegiará las acciones orientadas a la prevención y corrección 
de la conducta infractora en materia ambiental. 
Durante dicho período, el OEFA tramitará procedimientos sancionadores excepcionales. Si la 
autoridad administrativa declara la existencia de infracción, ordenará la realización de medidas 
correctivas destinadas a revertir la conducta infractora y suspenderá el procedimiento sancionador 
excepcional. Verificado el cumplimiento de la medida correctiva ordenada, el procedimiento 
sancionador excepcional concluirá. De lo contrario, el referido procedimiento se reanudará, 
quedando habilitado el OEFA a imponer la sanción respectiva. 
Mientras dure el período de tres (3) años, las sanciones a imponerse por las infracciones no podrán 
ser superiores al 50% de la multa que correspondería aplicar, de acuerdo a la metodología de 
determinación de sanciones, considerando los atenuantes y/o agravantes correspondientes. Lo 
dispuesto en el presente párrafo no será de aplicación a los siguientes casos: 
a) Infracciones muy graves, que generen un daño real y muy grave a la vida y la salud de las 
personas. Dicha afectación deberá ser objetiva, individualizada y debidamente acreditada. 
b) Actividades que se realicen sin contar con el instrumento de gestión ambiental o la autorización 
de inicio de operaciones correspondientes, o en zonas prohibidas. 
c) Reincidencia, entendiéndose por tal la comisión de la misma infracción dentro de un período de 
seis (6) meses desde que quedó firme la resolución que sancionó la primera infracción. 
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ambiental es una disciplina que comprende aquellos aspectos de las 
salud humana, incluida la calidad de vida, que son determinados por 
factores ambientales físicos, químicos, biológicos, sociales y 
piscosolaies. También la salud ambiental se refiere a la teoría y práctica 
de evaluar, corregir, controlar y prevenir aquellos factores en el medio 
ambiente que pueden potencialmente afectar adversamente a la salud 
de las presentes y futuras generaciones.24  
 
52. Es en ese sentido, se debe de analizar el artículo 2° de la Resolución 
de Consejo Directivo N° 026-2014-OEFA/CD; el cual, en su inciso 2.2 
se establece que, si se verifica la existencia de una infracción 
administrativa diferente a lo establecido en los literales del artículo 19° 
de la Ley N° 30230, primero se dictará una medida correctiva y ante su 
incumplimiento, la multa que corresponda, con la reducción del 50% 
(cincuenta por ciento)25. 
 
53. Para este caso en específico, en el cual el hecho imputado se encuentra 
en relación a que el efluente industrial generado por el administrado 
superó en el 48.6% el parámetro DBO, respecto del valor contemplado 
en el Decreto Ley N° 028-60-SAPL, Reglamento de Desagües 
Industriales, estipulado en su EIA, incumpliendo de esta manera con 
uno de sus compromisos ambiental. 
 
 
24  VICEMINISTERIO DE GESTION AMBIENTAL  
2012 Glosario de Términos para la Gestión Ambiental Peruana. Ministerio del Ambiente. Consulta: 
15 de octubre de 2020. 
http://siar.minam.gob.pe/puno/sites/default/files/archivos/public/docs/504.pdf 
 
25 Resolución de Consejo Directivo N° 026-2014-OEFA/CD, Normas Reglamentarias que facilitan la 
aplicación de lo establecido en el Artículo 19° de la Ley N° 30230 – Ley que establece medidas 
tributarias, simplificación de procedimientos y permisos para la promoción y dinamización de la 
inversión en el país. 
Artículo 2.- Procedimientos sancionadores en trámite 
(…) 
2.2 Si se verifica la existencia de infracción administrativa distinta a los supuestos establecidos en 
los literales a), b) y c) del tercer párrafo del Artículo 19 de la Ley Nº 30230, primero se dictará la 
medida correctiva respectiva, y ante su incumplimiento, la multa que corresponda, con la 
reducción del 50% (cincuenta por ciento) si la multa se hubiera determinado mediante la 
Metodología para el cálculo de las multas base y la aplicación de los factores agravantes y 
atenuantes a utilizar en la graduación de sanciones, aprobada por Resolución de Presidencia del 
Consejo Directivo Nº 035-2013-OEFA-PCD, o norma que la sustituya, en aplicación de lo establecido 
en el segundo párrafo y la primera oración del tercer párrafo del artículo antes mencionado. 
 
     En caso se acredite la existencia de infracción administrativa, pero el administrado ha revertido, 
remediado o compensado todos los impactos negativos generados por dicha conducta y, 
adicionalmente, no resulta pertinente el dictado de una medida correctiva, la Autoridad Decisora 
se limitará a declarar en la resolución respectiva la existencia de responsabilidad administrativa. Si 
dicha resolución adquiere firmeza, será tomada en cuenta para determinar la reincidencia, sin 
perjuicio de su inscripción en el Registro de Infractores Ambientales. (…) 
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54. Es importante señalar que, el administrado ya contaba con la 
aprobación del Plan de Cierre Detallado Total Definitivo de la Planta 
Bocanegra (planta en la cual se genera la infracción), mediante 
Resolución Directoral N° 327-2018-PRODUCE/DVMYPE-I/DGAAAMI 
del día 30 de noviembre de 2018, bajo el sustento del Informe Técnico 
Legal N° 1086-2018-PRODUCE/DVMYPE-I/DGAAMI-DEAM.  
 
55. En este informe de aprobación de cierre describió el cronograma de 
actividades del Plan de Cierre de la Planta Bocanegra, el cual abarcaría 
un plazo de 08 semanas y comprendería lo siguiente: la restricción de 
las áreas a cerrar y desconexión de equipos de fuente de energía, el 
retiro de equipos móviles de oficinas, líneas y áreas de producción, 
desmontaje de equipos e instalaciones mecánicas, traslado de los 
equipos desmontados, limpieza del lugar y transporte de residuos 




56. Asimismo, este Informe de Aprobación; indica también que, dentro de 
los componentes a cerrarse dentro de la planta del administrado sería 
el área de tratamiento de aguas, compuesta por dos pozas de 
sedimentación de 30m3, sus equipos principales (ablandador, bombas, 
filtros, espectrofotómetro, pH-metro y conductímetro.  
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57. Por lo mencionado, se puede inferir que en la Planta Bocanegra al 
momento de emitirse la Resolución Directoral 1713-2019-OEFA/DFAI, 
ya no se desarrollaban actividades productivas, ya que, en el Informe 
de Aprobación sustentó la aprobación del Plan de Cierre, se indica que 
se procedió a desconectar equipos, retirar equipos, líneas y área de 
producción, al traslado de los equipos desmontados y al cierre del área 
de tratamiento de aguas.  
 
58. De esta manera, se entiende ante el cese de actividades productivas 
del administrado, ya no se generaban efluentes industriales. 
 
59. Es así que, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley N° 2932526, en la 
medida que no exista la necesidad de ordenar reversión, restauración, 
rehabilitación, reparación o, al menos la mitigación de la situación 
alterada por el hecho imputado no corresponde el dictado de una 





26  Ley N° 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
Artículo 22°. - Medidas Correctivas 
22.1 Se podrán ordenar las medidas correctivas necesarias para revertir, o disminuir en lo posible, 
el efecto nocivo que la conducta infractora hubiera podido producir en el ambiente, los recursos 
naturales y la salud de las personas. (…) 
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5. CONCLUSIONES 
 
1. En relación a la potestad sancionadora de OEFA: 
 
• Sobre el presente caso en mención, OEFA contaba con las facultades 
debidamente atribuidas por una norma con rango de ley para las 
funciones de seguimiento supervisión, fiscalización, control y sanción en 
materia ambiental en el Rubro de Elaboración de Bebidas no 
Alcohólicas; incluyendo para ello en esta potestad la supervisión del 
cumplimiento de los compromisos ambientales asumidos por el 
administrado en su IGA. 
 
• Asimismo, se pudo determinar que de acuerdo a la Ley del SINEFA, se 
constituye como infracción administrativa bajo el ámbito de OEFA el 
incumplimiento de las obligaciones a cargo de los administrados 
establecidos en los instrumentos de gestión ambiental señalados en la 
normativa vigente.  
 
• Cabe señalar que es a  través de la Resolución de Consejo Directivo N° 
045-2015-OEFA/CD se determinó que la OEFA asumiría las funciones 
de seguimiento, supervisión, fiscalización, control y sanción en materia 
ambiental del “Rubro Elaboraci�n de bebidas no alcoh�licas” de la 
Industria Manufacturera del Subsector Industria del Ministerio de 
PRODUCIÓN (en adelante PRODUCE), realizándose la transferencia 
de funciones del 02 de diciembre al 18 de diciembre de 2015. 
 
• Por lo cual, se puede determinar que OEFA al momento de realizar la 
supervisión y sanción del hecho imputado en la planta Boca Negra de la 
Corporación Lindley S.A, se encontraba en cumplimiento de sus 
facultades y potestad sancionadora. 
 
2. Debido ejercicio de los principios de legalidad y tipicidad por parte de 
OEFA: 
 
• De acuerdo a lo señalado en punto a1 del presente informe y lo señalado 
en el punto anterior de conclusiones, se determina que por rango de Ley 
OEFA cuenta con las facultades de seguimiento, fiscalización, 
supervisión, evaluación, control y sanción en materia ambiental del 
rubro al cual pertenece el administrado; incluyendo también la 
verificación de los compromisos asumidos por los administrados 
(titulares de proyectos) en sus Instrumentos de Gestión Ambiental. 
 
• Es por ello que, las acciones realizadas durante la supervisión realizada 
ante el administrado en el año 2016, se encontraban legalmente dentro 
de las competencias del OEFA. 
 
• Por lo cual podemos afirmar que OEFA realizó las actividades de 
acuerdo a las competencias transferidas, actuando de esta manera en 
cumplimiento del Principio de Legalidad. 
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• Asimismo, conforme a lo ya desarrollado, también se puede determinar 
la existencia de un compromiso ambiental que el administrado deberá 
de cumplir, el cual se encuentra referido al cumplimiento de los valores 
establecidos en del Decreto Ley N° 028-60-SAPL; los cuales no fueron 
cumplidos, de acuerdo a lo establecido en el informe de Supervisión. 
 
• Es así que, OEFA al verificar esta superación del 48.6% del parámetro 
DBO determinó un incumplimiento al compromiso ambiental establecido 
es su Instrumento de Gestión Ambiental, determinado la configuración 
de una infracción del Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria 
Manufacturera y Comercio Interno, aprobado por Decreto Supremo N° 
017-2015-PRODUCE; el cual determina que todo titular del sector 
industrial tendrá como obligación cumplir con los compromisos 
ambientales asumidos en su IGA. 
 
• De esta manera, OEFA no habría vulnerado el Principio de Tipicidad, en 
el presente caso. 
 
3. El Estudio de Impacto Ambiental (EIA) dentro del ordenamiento 
jurídico peruano: 
 
• Como se mencionó el EIA es un documento que una vez aprobado por 
la autoridad respectiva se vuelve de fiel cumplimiento por el 
administrado.  
 
• Asimismo, es mediante Decreto Supremo N° 017-2015-PRODUCE, 
Reglamento de Gestión Ambiental para la Industria Manufacturera y 
Comercio Interno, se establece en su artículo 13° que es obligación de 
la actividad industrial cumplir con los compromisos asumidos en su 
Instrumento de Gestión Ambiental. 
 
• De esta manera, el administrado deberá de cumplir tanto con los 
compromisos ambientales aprobados en su Instrumento de Gestión 
Ambiental (IGA) y con las demás obligaciones legales correspondientes 
a su actividad. 
 
4. Aplicación del Decreto Ley N° 028-60-SAPL: 
 
• La exigencia del cumplimiento de las características estipuladas por el 
Decreto Ley N° 028-60-SAPL, Reglamento de Desagües Industriales, 
en relación al parámetro DBO parte en relación a lo estipulado en el 
Instrumento de Gestión Ambiental aprobado.  
 
• Es por ello que, el cumplimiento de este compromiso ambiental será 
totalmente exigible para el administrado por parte de OEFA hasta que 
la actualización del IGA no haya sido aprobada previamente por parte 
de la autoridad certificadora.   
 
5. Inaplicación de la medida correctiva a Corporación Lindley S.A. por el 
hecho imputado en el procedimiento administrativo sancionador: 
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• Como se pudo observar, el presente proceso se encuentra enmarcado 
Ley N° 30230, Ley que establece medidas tributarias, simplificación de 
procedimientos y permisos para la promoción y dinamización de la 
inversión en el país; es así que correspondería la aplicación de lo 
dispuesto por la Resolución de Consejo Directivo N° 026-
2014OEFA/CD. 
 
• Para la fecha de emisión de la Resolución Directoral N° 1713-2019-
OEFA-DFAI, el administrado ya contaba con la aprobación del Plan de 
Cierre Detallado Total Definitivo de la Planta Bocanegra (planta en la 
cual se genera la infracción), mediante Resolución Directoral N° 327-
2018-PRODUCE/DVMYPE-I/DGAAAMI del día 30 de noviembre de 
2018, bajo el sustento del Informe Técnico Legal N° 1086-2018-
PRODUCE/DVMYPE-I/DGAAMI-DEAM.  
 
• EL Informe de Aprobación; indica que, dentro de los componentes a 
cerrarse dentro de la planta del administrado sería el área de 
tratamiento de aguas, compuesta por dos pozas de sedimentación de 
30m3, sus equipos principales (ablandador, bombas, filtros, 
espectrofotómetro, pH-metro y conductímetro. 
 
• En ese sentido, la Planta Bocanegra al momento de emitirse la 
Resolución Directoral 1713-2019-OEFA/DFAI, ya no se desarrollaban 
actividades productivas. 
 
• Es así que, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley N° 29325, en la medida 
que no exista la necesidad de ordenar reversión, restauración, 
rehabilitación, reparación o, al menos la mitigación de la situación 
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